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Sobre: 

Destitución  

Panel integrado por su presidente, el Juez Rodriguez Casillas, la 
Jueza Méndez Miró y la Jueza Rivera Pérez. 
 

 
Rivera Pérez, Jueza Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 10 de junio de 2022. 

Comparece el Municipio de San Juan (en adelante, Municipio) 

y nos solicita la revisión de la Resolución emitida el 22 de febrero de 

2022 por la Comisión Apelativa del Servicio Público (en adelante, 

CASP), mediante la cual se declaró Ha Lugar la Apelación presentada 

el 27 de septiembre de 2019 por el Sr. Joan Rodríguez González (en 

adelante, Sr. Rodríguez González) y, en consecuencia, se dejó sin 

efecto su destitución del puesto de Trabajador General adscrito al 

Departamento de Salud del Municipio de San Juan.  

Por lo fundamentos que se exponen a continuación, se revoca 

la resolución recurrida y se devuelve el caso a la CASP para la 

continuación de los procedimientos conforme a lo dispuesto por este 

Tribunal.  

-I- 

 Con fecha de 2 de julio de 2019, la Lcda. Marta Vera Ramírez, 

Directora de la Oficina de Administración de Recursos Humanos y 

Relaciones Laborales, mediante misiva, le notificó al Sr. Rodríguez 

González, entre otras cosas, lo siguiente: 
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“[P]rocedo a expedirle cargos disciplinarios con la 
intención de destituirlo y dar por terminado su 

nombramiento de Trabajador General adscrito al 
Departamento de Salud del Municipio de San Juan.” 

(citas omitidas).1   
 

 De la notificación, surge que los cargos disciplinarios están 

basados en los hechos siguientes: 

“El 8 de mayo de 2019, se expidió en su contra una 
Orden de Protección para Víctimas de Violencia 

Doméstica, Ley Núm. 54 del 15 de agosto de 1989, 
según enmendada, en el Caso Núm. OPA-2019-004005. 
Ello, conforme a las alegaciones de agresión física y 

maltrato psicológico que le imputó su pareja 
consensual, la Dra. Francheska Ocasio Feliciano, 

empleada adscrita al Departamento de Salud del 
Municipio de San Juan.  
 

De las alegaciones expuestas por la señora Ocasio 
Feliciano y confirmadas durante la vista en el Tribunal 
de Primera Instancia, surge que, el 7 de mayo de 2019, 

en horas de la tarde, aproximadamente entre 5:30 p.m. 
a 6:00 p.m., usted llegó al estacionamiento del 

Supermercado Econo en Hato Rey conduciendo una 
guagua Kia Sorento gris y se aproximó en dicho vehículo 
hacia el automóvil Kia Modelo Forte del 2012 en el cual 

estaba la Sra. Francheska Ocasio Feliciano y el 
supervisor de esta, el Sr. Emmanuel Millán Morales.  

 
En el momento en que ambos procedían a bajarse del 
vehículo, usted en un arranque de celos se les acercó y 

comenzó a agredir con sus puños el rostro del señor 
Millán Morales. Durante el altercado usted agredió con 
una mano abierta a la Sra. Francheska Ocasio dándole 

un manotazo entre la espalda y la nuca y le exigió que 
se montara en su automóvil. El acto de violencia física 

que exhibió el 7 de mayo de 2019 hacia ambos 
empleados fue presenciado por su hijo menor y de la 
señora Ocasio Feliciano, quien estaba dentro del 

vehículo que usted conducía.  
 

Posteriormente usted procedió a montarse en su 
vehículo y marcharse del lugar al ver que el señor Millán 
Morales estaba llamando a la Policía. La Sra. 

Francheska Ocasio acudió al Cuartel de la Policía del 
residencial Manuel A Pérez y presentó una querella en 
su contra.”2 

 

 Con fecha de 4 de septiembre de 2019, el Lcdo. Luis R. Santini 

Gaudier, Secretario Municipal del Municipio de San Juan, mediante 

misiva, le notificó al Sr. Rodríguez González que había sido 

destituido de su puesto, como determinación final del proceso 

 
1 Véase, Apéndice 11b, Recurso de Revisión, pág. 70. 
2 Íd., págs. 68-69. 
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disciplinario llevado en su contra.3  

El 27 de septiembre de 2019, el Sr. Rodríguez González 

presentó Apelación ante la CASP. 4   El Municipio presentó 

Contestación a Apelación el 10 de octubre de 2019.5 

El 1 de febrero de 2022, se llevó a cabo una Vista Pública ante 

un Oficial Examinador de la CASP, a la cual compareció el Sr. 

Rodríguez González, no así el Municipio.  

Finalizada la vista, la Oficial Examinador emitió Informe de la 

Oficial Examinador. 6  En lo pertinente, surge de este informe lo 

siguiente: 

“A la vista solo compareció la parte APELANTE. La parte 
APELADA no compareció ni se comunicó para informar 

alguna causa que justificara su incomparecencia. Así 
las cosas, la vista se celebró con la parte APELANTE 

quien solo presentó como prueba su testimonio. 
Específicamente, el APELANTE declaró bajo juramento, 
a preguntas de su abogado, lo siguiente: 

 
A usted le imputaron unos hechos que dieron motivo a 
su destitución, esos hechos ¿son ciertos o falsos? 

 
Son falsos.”7 (citas omitidas). 

 

Del informe, surge, además, lo siguiente: 

“Según se indicó, en este caso, por tratarse de la 
imposición de la destitución como medida disciplinaria, 

el peso de la prueba le corresponde a la parte APELADA. 
En la vista en su fondo, la parte APELADA no 
compareció y no presentó excusa por su 

incomparecencia. La única prueba desfilada durante la 
vista consistió en el testimonio bajo juramento del 
APELANTE negando los hechos por los cuales se 

fundamentó su destitución. 
 

Siendo así, y como la parte APELADA no presentó 
evidencia alguna y, por tanto, no logró probar que el 
APELANTE incurrió en alguna de las faltas imputadas, 

muy respetuosamente recomiendo a esta Honorable 
Comisión declarar HA LUGAR la apelación de epígrafe y 

como consecuencia ordenar la reinstalación del 
APELANTE a su puesto […].8 

 

 
3 Véase, Apéndice 6, Recurso de Revisión, págs. 52-55. 
4 Véase, Apéndice 11, Recurso de Revisión, págs. 67-77. 
5 Véase, Apéndice 10, Recurso de Revisión, págs. 63-66. 
6 Véase, Apéndice 14, Recurso de Revisión, págs. 79-82. 
7 Íd., pág. 79. 
8 Íd., págs. 81-82. 
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El 14 de febrero de 2022, la representante legal del Municipio, 

Lcda. Yeidy Roque Cruz, (en adelante, Lcda. Roque Cruz) presentó 

Moción Urgente Informativa y Para Solicitar Reconsideración.9  En 

cuanto a su incomparecencia a la Vista Pública del 1 de febrero de 

2022, la Lcda. Roque Cruz expresó lo siguiente:  

“Que la misma obedeció a que esta abogada se 

encontraba culminando un escrito de Certiorari ante el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico que vencía esa 

semana, específicamente el 4 de febrero de 2021.  

 

A su vez, las semanas anteriores nos encontrábamos 

preparando escritos en oposición a Certiorari de 

conformidad con la Regla 20 L de las del Tribunal 

Supremo al escrito que presentará la parte contraria 

ante el Distinguido Tribunal Supremo.  

 

El escrito de Certiorari presentado por la abogada que 

suscribe se le otorgó en la Secretaría del Tribunal 

Supremo el Número CC-2022-0064. Se incluye portada 

ponchada para beneficio de la Comisión.”10  

 En atención a la moción presentada por la Lcda. Roque Cruz, 

la CASP emitió y notificó el 22 de febrero de 2022 Orden, en la cual 

dispuso lo siguiente: 

 “La presentación de un escrito al Tribunal Supremo no 

constituye causa que justifique la incomparecencia de 

dicha parte a la vista señalada desde el 16 de abril de 

2021. De otro lado, y, en caso de que así fuera, la parte 

apelada tuvo amplia oportunidad de notificarlo 

oportunamente a este foro.”11 

 Ese mismo día, la CASP emitió la Resolución recurrida, 

mediante la cual dispuso lo siguiente:  

“A la luz de las determinaciones de hechos y 

conclusiones de derecho que contiene el aludido 

Informe de la Oficial Examinadora, resolvemos declarar 

Ha Lugar la presente apelación y, en consecuencia, se 

dispuso el siguiente remedio:  

 

1. SE ORDENA al APELADO que reinstale y deje sin 

efecto la medida disciplinaria impuesta al APELANTE, 

consistente en la destitución de su puesto como 

Trabajador General, adscrito al Departamento de Salud 

 
9 Véase, Apéndice 4, Recurso de Revisión, págs. 49-50.  
10 Íd., pág. 49  
11 Véase, Apéndice 13, Recurso de Revisión, pág. 78.  
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del APELADO.  

 

2. SE ORDENA al APELADO que remueva la carta de la 

medida disciplinaria (destitución) del expediente de 

personal del APELANTE.  

 

3. SE ORDENA al APELADO que proceda a pagarle al 

APELANTE los salarios y beneficios marginales dejados 

de percibir por el tiempo que estuvo destituido de su 

puesto. Pérez v. Departamento de la Familia, 156 D.P.R. 

223, 229 (2002); José Hernández Badillo y otros v. 

Municipio de Aguadilla, 154 DPR 1999 (2001). Véase 

Acevedo v. Departamento de la Salud, 191 DPR 28 

(Sentencia de 2014). 

 

4.  El salario neto devengado por el APELANTE 

deberá computarse a lo establecido por el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico en Zambrana García v. E.L.A., 

204 DPR ______ (2020), 2020 TSPR 47.”12 (énfasis en el 

original). 

 El 10 de marzo de 2022, la Lcda. Roque Cruz presentó 

Solicitud de Reconsideración de Resolución de 22 de febrero de 

2022.13 En cuanto a las razones para justificar su incomparecencia 

a la Vista Pública del 1 de febrero de 2022, la Lcda. Roque Cruz 

expresó lo siguiente: 

“Traemos a la atención de este Foro, que la preparación 
de los recursos al Supremo, unidos al hecho de que el 
señalamiento se efectuó el 8 de abril de 2021, y para 

esa fecha se coordinó una reunión con los testigos 
anunciados, quedando el señalamiento en la agenda del 
2021 y sin haberle anotado nuevamente para el año 

2022, no es excusa espuria y/o una mera generalidad. 
Es real y susceptible de ocurrirle a los abogados y 

abogadas litigantes con alto volumen de 
señalamientos.”14 
 

Añadió que, “los hechos particulares de este caso están 
revestidos del más alto interés público e impedir la 

presentación de prueba del Municipio resultaría en una 
derrota de la justicia y de la búsqueda de la verdad que 
debe ser el principio rector de los foros judiciales y 

administrativos donde se adjudican controversias.”15  
 

 El 16 de marzo de 2022, la CASP emitió una Resolución 

declarando No Ha Lugar la solicitud de reconsideración presentada 

 
12 Véase, Apéndice 2, Recurso de Revisión, págs. 45-46.  
13 Véase, Apéndice 12, Recurso de Revisión, págs. 73-77.  
14 Íd., pág. 74 
15 Íd.   
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por la Lcda. Roque Cruz.16 

 Inconforme, la Lcda. Roque Cruz, en representación del 

Municipio, acudió ante nos el 18 de abril de 2022 mediante el 

presente recurso de revisión, en el cual señala la comisión de los 

errores siguientes: 

1er Error: “Erró la recurrida Comisión Apelativa del 
Servicio Público (CASP) al dar por sometido el caso, 

según surge del documento denominado Minuta y 
Orden y fechado de 1 de febrero de 2022 (Apéndice 7) 

en contravención con las disposiciones de su propio 
reglamento procesal Número 7313.” 
 

2do Error: “Erró la recurrida Comisión Apelativa del 
Servicio Público (CASP) al no evaluar la totalidad de la 
prueba documental que obraba en el expediente 

específicamente la OPA-2019-004005 haciendo de sus 
conclusiones de derecho unas irrazonables toda vez que 

no se evaluó la totalidad de la prueba.” 
 

 El 17 de mayo de 2022, el Sr. Rodríguez González presentó su 

alegato en oposición. Contando con el beneficio de la comparecencia 

de las partes, procedemos al resolver.  

-II- 

A. 

 La revisión judicial permite a los tribunales garantizar que las 

agencias administrativas actúen dentro de los márgenes de aquellas 

facultades que le fueron delegadas por ley. Comisión Ciudadanos v. 

G.P. Real Prop., 173 DPR 998 (2008). Asimismo, viabiliza el poder 

constatar que los organismos administrativos “cumplan con los 

mandatos constitucionales que rigen el ejercicio de su función, 

especialmente con los requisitos del debido proceso de ley”, de modo 

que los ciudadanos tengan “un foro al cual recurrir para vindicar 

sus derechos y obtener un remedio frente a las actuaciones 

arbitrarias de las agencias”. Íd.  

Por tal razón, el Artículo 4.006 de la Ley Núm. 201 de 22 de 

agosto de 2003, según enmendada, conocida como “Ley de la 

 
16 Véase, Apéndice 3, Recurso de Revisión, págs. 47-48.  
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Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 2003”, 4 

LPRA sec. 24 y, dispone que, mediante el recurso de revisión 

judicial, se revisarán las decisiones, órdenes y resoluciones finales 

de los organismos o agencias administrativas. Ello, de acuerdo con 

el procedimiento instaurado en la Ley Núm. 38-2017, según 

enmendada, conocida como “Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme del Gobierno de Puerto Rico”, 3 LPRA sec. 9601 et seq. 

Véase, además, Secciones 4.1 y 4.2 de la Ley Núm. 38-2017, supra, 

donde se reitera lo anterior y, a su vez, se enfatiza el derecho que 

tiene la parte que se vea afectada por una orden o resolución final 

de una agencia administrativa y que, a su vez, haya agotado todos 

los remedios provistos por esta, de presentar un recurso de revisión 

judicial ante el Tribunal de Apelaciones. 

En cuanto al alcance de la revisión judicial en las 

determinaciones administrativas, los dictámenes de los organismos 

administrativos merecen la mayor deferencia judicial. Pérez López v. 

DCR, 2022 TSPR 10; DACO v. TRU of Puerto Rico, 191 DPR 760 

(2014). Véase, además, The Sembler Co. v. Mun. de Carolina, 185 

DPR 800, 821, (2012); Torres Santiago v. Depto. Justicia, 181 DPR 

969, 1002 (2011); Vélez v. A.R.Pe., 167 DPR 684, 693 (2006); San 

Vicent Frau v. Policía de P.R., 142 DPR 1 (1996). Los procesos 

administrativos y las determinaciones de hechos de las agencias 

están cobijadas por una presunción de regularidad y corrección. Íd.; 

Henríquez v. Consejo de Educación Superior, 120 DPR 194, 210 

(1987). Su revisión se circunscribe a determinar si la actuación de 

la agencia es arbitraria, ilegal o irrazonable. Pérez López v. DCR, 

supra; DACO v. TRU of Puerto Rico, supra; O.E.G. v. Rodríguez, 159 

DPR 98, 119 (2003). La presunción de corrección a favor de las 

determinaciones de hechos de los organismos y agencias 

administrativas únicamente puede ser derrotada cuando la parte 

que las impugne presente evidencia suficiente de que la 
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determinación tomada fue incorrecta. IFCO Recycling v. Aut. Desp. 

Sólidos, 184 DPR 712, 744 (2012); Pereira Suárez v. Jta. Dir Cond., 

182 DPR 485, 511 (2011); Com. Seg. v. Real Legacy Assurance, 179 

DPR 692, 717 (2010). 

Las determinaciones de hechos de las decisiones de las 

agencias administrativas serán sostenidas por el tribunal, si se 

basan en evidencia sustancial que obra en el expediente 

administrativo considerado en su totalidad. Sección 4.6 de la Ley 

Núm. 38-2017, supra, 3 LPRA sec. 9675; DACO v. TRU of Puerto Rico, 

supra, págs. 765-765; The Sembler Co. v. Mun. de Carolina, supra, 

págs. 821-822; Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409, 432 (2003). La 

evidencia sustancial “es aquella relevante que una mente razonada 

podría entender adecuada para sostener una conclusión.” Torres 

Santiago v. Depto. Justicia, supra, págs. 1002-1003; Rebollo v. Yiyi 

Motors, 161 DPR 69, 76-77 (2004). 

El criterio que debe utilizar un tribunal al revisar las 

determinaciones e interpretaciones de una agencia es el de 

razonabilidad. Íd. A tales efectos, las determinaciones de hecho de 

una agencia solamente podrán revocarse cuando resulten ser 

irrazonables, arbitrarias o ilegales. Torres Santiago v. Depto. Justicia, 

supra, pág. 1003; Fuertes y otros v. A.R.Pe., 134 DPR 947, 953 

(1993). 

Por su parte, las conclusiones de derecho serán revisables en 

todos sus aspectos por el tribunal. Sección 4.6 de la Ley Núm. 38-

2017, supra. No obstante, el tribunal no puede descartar libremente 

las conclusiones de derecho de las agencias administrativas, 

sustituyendo el criterio de esta por el suyo propio. Torres Santiago 

v. Depto. Justicia, supra, pág. 1003; DACO v. TRU of Puerto Rico, 

supra, pág.765. Por el contrario, el tribunal le debe dar gran peso y 

deferencia a las aplicaciones e interpretaciones que hagan las 

agencias administrativas con respecto a las leyes y reglamentos que 
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administra. Íd.; Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et al. II, 179 DPR 

923, 940 (2010); Asoc. Vec. H. San Jorge v. U. Med. Corp., 150 DPR 

70, 75 (2000). 

“La deferencia que se reconoce a las decisiones de las agencias 

administrativas cederá cuando no se fundamente en evidencia 

sustancial, cuando la agencia se equivoque en la aplicación de una 

ley o cuando la actuación sea arbitraria, irrazonable o ilegal.” DACO 

v. TRU of Puerto Rico, supra, pág.765; OCS v. Universal, supra, pág. 

179. 

B. 

El Reglamento Procesal Núm. 7313 de la Comisión Apelativa 

del Sistema de Administración de Recursos Humanos del Servicio 

Público, aprobado el 7 de marzo de 2007, (en adelante, Reglamento 

Procesal de la CASP), fue extendido a la Comisión Apelativa del 

Servicio Público (en adelante, CASP), mediante la Orden 

Administrativa Núm. CASP OA-2010-02 del 24 de noviembre de 

2010. Este reglamento regula todo lo concerniente al proceso 

adjudicativo ante la CASP. 

En cuanto a la Vista Pública, la Sección 4.4 del Reglamento 

Procesal de la CASP, supra, dispone lo siguiente: 

“a. La vista pública solo podrá celebrarse ante un 
Oficial Examinador o agente designado por la 

Comisión, o según disposición expresa de la Ley 
Núm. 184.  
 

b. […] 

c. […] 

d. El Oficial Examinador abrirá sala puntualmente, 

a la hora señalada para el comienzo de la vista y se 
consignará en el registro el inicio de los 
procedimientos. De no estar presente una de las 

partes, así se señalará expresamente y el Oficial 
Examinador podrá esperar por la misma no más de 

media hora, y mediando justa causa para ello, al 
cabo de la cual discrecionalmente dará continuidad 
a los procedimientos con aquella parte 

compareciente. De la parte ausente comparecer 
tardíamente, las razones para ello serán ofrecidas a 
la parte que se encuentre en sala y será consignada 
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formalmente en el registro de los procedimientos. 
Transcurrido dicho periodo sin que la parte haya 

comparecido y de estar presente la parte a quien 
corresponde el peso de la prueba, el Oficial 

Examinador discrecionalmente continuará los 
procedimientos y el desfile de prueba.  
 

e. […] 

f. Las reglas de evidencia que prevalecen en los 

tribunales no aplicarán en los procedimientos ante 
la Comisión, sin perjuicio, de que los principios 

rectores que forman las mismas puedan utilizarse en 
la obtención de una adjudicación justa, rápida y 
económica.   

 
g. El funcionario que presida la vista podrá excluir 

aquella evidencia que sea impertinente, inmaterial, 
repetitiva o inadmisible por fundamentos 
constitucionales o ilegales basados en privilegios 

evidenciarios reconocidos por los Tribunales de 
Puerto Rico.  

 

h. El funcionario que presida la vista podrá tomar 

conocimiento oficial de todo aquello que pudiera 
ser objeto de conocimiento judicial en los 

tribunales de justicia. 
 

i. […].” 

Por su parte, la Sección 4.6 del Reglamento Procesal de la 

CASP, supra, en cuanto al orden de la presentación de la prueba en 

la Vista Pública, dispone lo siguiente: 

“En caso de destitución, cesantías, suspensión de 
empleo y sueldo, reprimendas escritas, nulidad de 

transacciones de personal, cancelación o suspensiones 
de certificados de maestros o cualquier medida 

correctiva, la parte apelada iniciará la presentación y 
tendrá el peso de la prueba durante la audiencia 
pública.” 

 

Finalmente, en cuanto a las suspensiones de Vistas Públicas, 

la Sección 4.7 del Reglamento Procesal de la CASP, supra, dispone 

lo siguiente:  

“a. Las vistas públicas sólo se podrán suspender 

cuando medie causa meritoria que lo justifique, las 
cuales deberán ser presentadas por escrito y 

evidenciadas por la parte proponente en un término 
no menor de cinco (5) días laborables de antelación 
a la fecha del señalamiento, con notificación a todas 

las partes en el procedimiento. El escrito deberá 
incluir tres (3) fechas disponibles en su calendario 

para el subsiguiente señalamiento de vista pública. 
Dichas fechas, deberán estar comprendidas dentro 
del periodo no menor de veinte (20) días ni mayor de 
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tres (3) meses a partir del señalamiento de vista cuya 
suspensión se solicitó.  

 
El incumplimiento con lo aquí dispuesto conllevará 

la negativa perentoria a la solicitud de posposición, 
excepto cuando de la solicitud surja que hayan 
mediado circunstancias extraordinarias e 

imprevisibles y fuera del control de las partes o de 
sus abogados. 
 

[…] 
 

g. A la parte que incompareciese sin justa causa 
a una vista pública se le impondrá 
automáticamente una sanción económica 

autorizada por ley, y vendrá obligada a, en el 
período de cinco (5) días laborables, contados a 

partir de la fecha de la vista, someter moción 
debidamente fundamentada para justificar su 
incomparecencia. De no someterse la referida 

moción, el Oficial Examinador procederá a 
confeccionar el informe final a la Comisión o 
emitirá resolución y orden, según corresponda. 

 
De someterse, sin embargo, dicha moción y de 

entender el Oficial Examinador que la misma 
presenta causas justificadas y razonables para la 
incomparecencia de la parte así afectada, le 

brindará a dicha parte oportunidad para que 
dentro del término de quince (15) días, escuche 
la grabación de los procedimientos e informe cuál 

o cuáles testigos desea contra interrogar, 
indicando, además, tres (3) fechas hábiles en su 

calendario en los cuales estaría disponible para la 
continuación de los procedimientos. 
 

[…].” (énfasis suplido).  

C.  

A manera de analogía, en cuanto a la desestimación de los 

pleitos como sanción, la Regla 39.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 39.2, dispone que, si una parte deja de cumplir con las 

Reglas de Procedimiento Civil o con cualquier orden del tribunal, 

este “a iniciativa propia o a solicitud de la parte demandada podrá 

decretar la desestimación del pleito o de cualquier reclamación 

contra esta o la eliminación de las alegaciones, según corresponda.”  

Cuando se trate de un primer incumplimiento, dicha Regla 

dispone que “la severa sanción de la desestimación de la demanda 

o la eliminación de las alegaciones tan sólo procederá después que 

el tribunal, en primer término, haya apercibido al abogado o 
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abogada de la parte de la situación y se le haya concedido la 

oportunidad para responder.” Si el representante legal de la parte 

no responde a tal apercibimiento, “el tribunal procederá a imponer 

sanciones al abogado o abogada de la parte y se notificará 

directamente a la parte sobre la situación.”  

Es luego de que la parte haya sido debidamente informada o 

apercibida de la situación y de las consecuencias que pueda tener 

el que la misma no sea corregida, que “el tribunal podrá ordenar la 

desestimación del pleito o la eliminación de las alegaciones.” La 

Regla dispone, además, que “[e]l tribunal concederá a la parte un 

término de tiempo razonable para corregir la situación que en 

ningún caso será menor de treinta (30) días, a menos que las 

circunstancias del caso justifiquen que se reduzca el término.” 

A pesar de que nuestro Derecho Procesal Civil les confiere a 

los tribunales la facultad para desestimar pleitos con perjuicio en 

determinadas circunstancias, dicha facultad “se debe ejercer 

juiciosa y apropiadamente”. Ortiz v. Harrington, 113 DPR 494, 498 

(1982). La razón para ejercer esta facultad con mesura es que la 

desestimación tiene el efecto de privar al demandante de su día en 

corte para hacer valer las reclamaciones que válidamente tenga en 

contra de otros.  

Reconociendo lo anterior, el Tribunal Supremo ha 

desarrollado una política pública judicial inclinada a favorecer que 

los casos se ventilen en los méritos y que se recurra a la 

desestimación de un pleito con perjuicio excepcionalmente. 

Véase, Mejías v. Carrasquillo, 185 DPR 288, 298 (2012). Por ende, al 

ponderar si procede imponer la sanción severa de la desestimación, 

los tribunales deben hacer un balance entre los intereses en pugna 

que incluyen, por un lado, la mencionada política judicial de atender 

los casos en sus méritos y, por el otro, procurar la rápida 

dilucidación de las controversias. 
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En lo que atañe al caso ante nuestra consideración, la Sección 

3.21 de la Ley Núm. 38-2017, supra, faculta a las agencias 

administrativas a imponer sanciones, en su función cuasijudicial, 

en los siguientes casos: 

“(a) Si el promovente de una acción, o el promovido 

por ella, dejare de cumplir con las reglas y 
reglamentos o con cualquier orden del jefe de la 
agencia, del juez administrativo o del oficial 

examinador, la agencia a iniciativa propia o a instancia 
de parte podrá ordenarle que muestre causa por la 
cual no deba imponérsele una sanción.  

 
La orden informará de las reglas, reglamentos u órdenes 

con las cuales no se haya cumplido, y se concederá un 
término de veinte (20) días, contados a partir de la fecha 
de notificación de la orden, para la mostración de causa.  

 
De no cumplirse con esa orden, o de determinarse que 

no hubo causa que justificare el incumplimiento, 
entonces se podrá imponer una sanción económica a 
favor de la agencia o de cualquier parte, que no excederá 

de doscientos (200) dólares por cada imposición 
separada, a la parte o a su abogado, si este último es el 
responsable del incumplimiento.  

 
(b) Ordenar la desestimación de la acción en el caso del 

promovente, o eliminar las alegaciones en el caso del 
promovido, si después de haber impuesto sanciones 
económicas y de haberlas notificado a la parte 

correspondiente, dicha parte continúa en su 
incumplimiento de las órdenes de la agencia.  
 

(c) Imponer costas y honorarios de abogados, en los 
mismos casos que dispone la Regla 44 de Procedimiento 

Civil […]”. (énfasis suplido). 
 

En cuanto a las sanciones, la Sección 8.14 del Reglamento 

Procesal de la CASP, supra, dispone lo siguiente: 

“La Comisión en pleno o los Oficiales Examinadores 
designados, por iniciativa propia o a instancia de parte, 

podrán decretar sanciones económicas según las 
disposiciones de la Ley Núm. 184, por cada 

incumplimiento separado, a las partes, representantes 
legales o ambos, cuando estos dejaren de cumplir con 
lo dispuesto en este reglamento o alguna de sus 

órdenes.  
 
Las sanciones podrán imponerse a favor de la Comisión 

o de cualquier parte tomando en consideración los 
problemas y costos adicionales del proceso causados 

por el incumplimiento.” 
 

Cónsono con lo anterior, la Sección 4.7 del Reglamento 

Procesal de la CASP, supra, dispone “a la parte que incompareciese 
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sin justa causa a una vista pública se le impondrá 

automáticamente una sanción económica autorizada por ley.” 

(énfasis suplido). Esta parte, conforme a dicha Sección, vendrá 

obligada a presentar una moción debidamente fundamentada para 

justificar su incomparecencia dentro de un término de cinco (5) días 

laborales. Íd. “De no someterse la referida moción, el Oficial 

Examinador procederá a confeccionar el informe final a la 

Comisión o emitirá resolución y orden, según corresponda.” Íd. 

(énfasis suplido). 

 De someterse dicha moción y de entender que la misma 

presenta causas justificadas y razonables para la incomparecencia 

de la parte así afectada, el Oficial Examinador “le brindará a dicha 

parte oportunidad para que dentro del término de quince (15) días, 

escuche la grabación de los procedimientos e informe cuál o cuáles 

testigos desea contra interrogar, indicando, además, tres (3) fechas 

hábiles en su calendario en los cuales estaría disponible para la 

continuación de los procedimientos.” 

D.  

 Finalmente, cabe resaltar que la Ley Núm. 54 de 15 de agosto 

de 1989, según enmendada, conocida como “Ley para la Prevención 

e Intervención con la Violencia Doméstica”, 8 LPRA sec. 601 et seq., 

se aprobó con el propósito de establecer un conjunto de medidas 

dirigidas a prevenir y combatir la violencia doméstica en Puerto Rico. 

El Artículo 1.2 de la Ley Núm. 54 de 15 de agosto de 1989, supra, 

dispone, en parte, lo siguiente:  

“El Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

reconoce que la violencia doméstica es uno de los 
problemas más graves y complejos que confronta 

nuestra sociedad. La violencia doméstica lacera la 
integridad y dignidad de toda víctima, 
independientemente del sexo, estado civil, orientación 

sexual, identidad de género o estatus migratorio de 
cualquiera de las personas involucradas en la relación.  
 

En el desarrollo de la política sobre este asunto, 
debemos dar énfasis a atender las dificultades que las 
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situaciones de violencia doméstica presentan para toda 
víctima, particularmente a mujeres y menores, para 

preservar su integridad física y emocional, procurar su 
seguridad y salvar sus vidas.” 

 

En cuanto a la política pública del Gobierno de Puerto Rico 

respecto a la violación doméstica, la Ley Núm. 54 de 15 de agosto 

de 1989, supra, dispone lo siguiente: 

Como política pública, el Gobierno del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico repudia enérgicamente la 
violencia doméstica por ser contraria a los valores de 
paz, dignidad y respeto que este pueblo quiere 

mantener para los individuos, las familias y la 
comunidad en general.  

 
A través de esta política pública se propicia el 
desarrollo, establecimiento y fortalecimiento de 

remedios eficaces para ofrecer protección y ayuda a las 
víctimas, alternativas para la rehabilitación de los 

ofensores y estrategias para la prevención de la 
violencia doméstica.” Íd.  
 

En consideración a lo anterior, en nuestro ordenamiento 

jurídico los casos de violencia doméstica están revestidos del 

más alto interés público. Véase, Vicente Frau v. Policía de P.R., 142 

DPR 1, 11-12 (1996); Pueblo v. Esmurria Rosario, 117 DPR 884, 893-

94 (1986). 

-III- 

Como primer error, el Municipio señala que erró la CASP al 

haber dado por sometido el caso, en contravención a lo dispuesto en 

el Reglamento Procesal de la CASP, supra. 

Analizados los hechos de este caso somos de la opinión que la 

CASP abusó de su discreción al haber llevado a cabo la Vista Pública 

del 1 de febrero de 2022 sin que estuviera presente el Municipio, 

parte a quien le correspondía el peso de la prueba por tratarse de 

un caso de destitución; y al haber procedido a someter y emitir el 

informe y resolución final sin tomar en consideración todas las 

razones presentadas por el Municipio para justificar su 

incomparecencia a la referida vista. 

Conforme a lo dispuesto en el Reglamento Procesal de la 
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CASP, supra, en los casos de destitución, la parte apelada iniciará 

la presentación y tendrá el peso de la prueba durante la Vista 

Pública. Sección 4.6 del Reglamento Procesal de la CASP, supra.  

En cuanto al procedimiento que se debe llevar a cabo en la 

Vista Pública ante la incomparecencia de una de las partes, dicho 

Reglamento dispone lo siguiente: 

“De no estar presente una de las partes, así se señalará 
expresamente y el Oficial Examinador podrá esperar por 

la misma no más de media hora, y mediando justa 
causa para ello, al cabo de la cual discrecionalmente 
dará continuidad a los procedimientos con aquella 

parte compareciente. De la parte ausente comparecer 
tardíamente, las razones para ello serán ofrecidas a la 
parte que se encuentre en sala y será consignada 

formalmente en el registro de los procedimientos. 
Transcurrido dicho periodo sin que la parte haya 

comparecido y de estar presente la parte a quien 
corresponde el peso de la prueba, el Oficial 
Examinador discrecionalmente continuará los 

procedimientos y el desfile de prueba.” Sección 4.6 
del Reglamento Procesal de la CASP, supra. 

 

Como puede observarse, el proceder de la CASP al llevar a 

cabo la Vista Pública del 1 de febrero de 2022 sin que estuviera 

presente el Municipio, parte a quien le correspondía el peso de la 

prueba por tratarse de un caso de destitución, es incompatible con 

lo dispuesto en el Reglamento Procesal de la CASP, supra.  

Más allá de lo anterior, evaluadas las razones presentadas por 

la Lcda. Roque Cruz para justificar su incomparecencia a la Vista 

Pública del 1 de febrero de 2022, coincidimos con las CASP en 

cuanto a que la presentación de un escrito ante el Tribunal Supremo 

no constituye justa causa para la incomparecencia de una parte a 

una vista.   Si bien la razón anterior que ofreció la Lcda. Roque Cruz 

pudiera resultar insuficiente para acreditar justa causa por su 

incomparecencia, a nuestro juicio, el haber anotado por 

inadvertencia el señalamiento de la vista en la agenda del 2021, en 

lugar de la del 2022 (este se señaló en abril de 2021 para una vista 

en febrero de 2022), sumado a otros factores que expuso ante la 

CASP, constituyen una excusa razonable para justificar la 
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incomparecencia. Tómese en cuenta que, tal y como reconoce la 

CASP en su Informe de la Oficial Examinadora, el Municipio 

presentó su alegación responsiva de manera oportuna el 10 de 

octubre de 2019. Igualmente, cumplió con su obligación de 

presentar el Informe de Conferencia con Antelación a Vista Pública 

el 29 de enero de 2020. Por ende, no cabe hablar de desinterés en el 

trámite del caso o desprecio a las órdenes que emitió la CASP.  

De igual forma, tratándose de un caso relacionado a violencia 

doméstica, que, como mencionamos, está revestido del 

más alto interés público, y habiéndose presentado una causa 

justificada y razonable para la incomparecencia, la CASP no debió 

haber procedido a someter y emitir el informe y resolución final del 

caso. Dicho proceder es incompatible con la política pública judicial 

inclinada a favorecer que los casos se ventilen en los méritos.  

Finalmente, como segundo error, el Municipio señala que erró 

la CASP al no haber evaluado toda la prueba documental que obra 

en el expediente administrativo, específicamente la Orden de 

Protección Ex Parte emitida en contra del Sr. Rodríguez González en 

el Caso Núm. OPA-2019-004005 por violación a la Ley Núm. 54 de 

15 de agosto de 1989, supra. 

En la resolución recurrida, la CASP adopta el Informe de la 

Oficial Examinador del 1 de febrero de 2022. De este informe se 

desprende que el Oficial Examinador que presidió la Vista Pública 

del 1 de febrero de 2022, basó sus determinaciones de hechos y su 

recomendación final únicamente en el testimonio presentado por la 

parte apelante, el Sr. Rodríguez González, el cual consistió en lo 

siguiente: 

“Específicamente, el APELANTE declaró bajo 

juramento, a preguntas de su abogado, lo siguiente: 
 
A usted le imputaron unos hechos que dieron motivo a 

su destitución, esos hechos ¿son ciertos o falsos? 
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Son falsos.”17 
 

Como explicamos, los dictámenes de los organismos 

administrativos merecen la mayor deferencia judicial. Pérez López v. 

DCR, 2022 TSPR 10; DACO v. TRU of Puerto Rico, 191 DPR 760 

(2014). Véase, además, The Sembler Co. v. Mun. de Carolina, 185 

DPR 800, 821, (2012); Torres Santiago v. Depto. Justicia, 181 DPR 

969, 1002 (2011); Vélez v. A.R.Pe., 167 DPR 684, 693 (2006); San 

Vicent Frau v. Policía de P.R., 142 DPR 1 (1996). Los procesos 

administrativos y las determinaciones de hechos de las agencias 

están cobijadas por una presunción de regularidad y corrección. Íd.; 

Henríquez v. Consejo de Educación Superior, 120 DPR 194, 210 

(1987). Su revisión se circunscribe a determinar si la actuación 

de la agencia es arbitraria, ilegal o irrazonable. Pérez López v. 

DCR, supra; DACO v. TRU of Puerto Rico, supra; O.E.G. v. Rodríguez, 

159 DPR 98, 119 (2003). La presunción de corrección a favor de las 

determinaciones de hechos de los organismos y agencias 

administrativas únicamente puede ser derrotada cuando la parte 

que las impugne presente evidencia suficiente de que la 

determinación tomada fue incorrecta. IFCO Recycling v. Aut. Desp. 

Sólidos, 184 DPR 712, 744 (2012); Pereira Suárez v. Jta. Dir Cond., 

182 DPR 485, 511 (2011); Com. Seg. v. Real Legacy Assurance, 179 

DPR 692, 717 (2010). 

Las determinaciones de hechos de las decisiones de las 

agencias administrativas serán sostenidas por el tribunal, si se 

basan en evidencia sustancial que obra en el expediente 

administrativo considerado en su totalidad. Sección 4.6 de la Ley 

Núm. 38-2017, supra, 3 LPRA sec. 9675; DACO v. TRU of Puerto Rico, 

supra, págs. 765-765; The Sembler Co. v. Mun. de Carolina, supra, 

págs. 821-822; Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409, 432 (2003). La 

 
17 Véase, Apéndice 14, Recurso de Revisión, pág. 79. 
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evidencia sustancial “es aquella relevante que una mente razonada 

podría entender adecuada para sostener una conclusión.” Torres 

Santiago v. Depto. Justicia, supra, págs. 1002-1003; Rebollo v. Yiyi 

Motors, 161 DPR 69, 76-77 (2004). 

El criterio que debe utilizar un tribunal al revisar las 

determinaciones e interpretaciones de una agencia es el de 

razonabilidad. Íd. A tales efectos, las determinaciones de hecho 

de una agencia solamente podrán revocarse cuando resulten ser 

irrazonables, arbitrarias o ilegales. Torres Santiago v. Depto. 

Justicia, supra, pág. 1003; Fuertes y otros v. A.R.Pe., 134 DPR 947, 

953 (1993). 

Analizado el dictamen recurrido, así como el informe rendido 

por el Oficinal Examinador, concluimos que tiene méritos el error 

señalado por el Municipio. La determinación de la CASP se basó 

únicamente en la prueba desfilada por la parte apelante durante la 

vista, la cual, como reseñamos, consistió en el propio testimonio del 

apelante. La CASP no tomó en consideración el resto de la prueba 

que obraba en el expediente administrativo, por lo que su 

determinación, a nuestro juicio, resulta ser irrazonable, arbitraria e 

ilegal.  

Por lo tanto, determinamos que procede la revocación del 

dictamen recurrido y la devolución del caso al foro de origen a fin de 

brindarle al Municipio la oportunidad de escuchar la grabación de 

la vista e informar cuál o cuáles testigos deseaba contrainterrogar, 

conforme a lo dispuesto en la Sección 4.7 del Reglamento Procesal 

de la CASP, supra, la cual, como expusimos, dispone lo siguiente: 

“A la parte que incompareciese sin justa causa a una 

vista pública se le impondrá automáticamente una 
sanción económica autorizada por ley, y vendrá 

obligada a, en el período de cinco (5) días laborables, 
contados a partir de la fecha de la vista, someter 
moción debidamente fundamentada para justificar 

su incomparecencia.  
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De no someterse la referida moción, el Oficial 
Examinador procederá a confeccionar el informe 

final a la Comisión o emitirá resolución y orden, 
según corresponda. 

 
De someterse, sin embargo, dicha moción y de 
entender el Oficial Examinador que la misma 

presenta causas justificadas y razonables para la 
incomparecencia de la parte así afectada, le 
brindará a dicha parte oportunidad para que 

dentro del término de quince (15) días, escuche 
la grabación de los procedimientos e informe cuál 

o cuáles testigos desea contra interrogar, 
indicando, además, tres (3) fechas hábiles en su 
calendario en los cuales estaría disponible para la 

continuación de los procedimientos.” (énfasis 

suplido). 

-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, se revoca la resolución 

recurrida y se devuelve el caso a CASP para la continuación de los 

procedimientos. 

Lo acordó el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


